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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 4 de junio de 2015   

  DJ-AJ-692-2015 
Señora
Yacira Segura Guzmán
Prosecretaria General
Corte Suprema de Justicia
S.D. 

Estimada señora:

En el oficio n.° 4926-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 16 de mayo de 2015, se puso en conocimiento de la Licda. Karol Monge Molina, Sub Directora Jurídica a.i., lo siguiente: Con instrucciones de la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte, muy respetuosamente le solicito que se emita criterio por parte de la Dirección a su cargo, con respecto a la solicitud del licenciado Francisco López Arce, en correo electrónico recibido el 13 de mayo del año en curso, del cual le remito copia. Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
Gestión:


El Lic. López Arce, mediante correo electrónico que data del 13 de mayo de los corrientes, manifestó ante el Consejo Superior: Con apego a lo decido […] por ese CONSEJO SUPERIOR, en la sesión número 35-15, celebrada el 16 de abril del 2015, le estoy pidiendo al DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE la REACTIVACIÓN DE MI JUBILACIÓN, a partir del 1° de septiembre del 2015. 
Por ende, pido que se me reconozca el AUXILIO DE CESANTÍA que corresponde al período de mi reingreso, desde el 23 de febrero del 2007, ya que constituye una relación laboral; y se ordene su pago. 

Me fundo en el dictamen de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, número C-135-2014, de fecha 2 de mayo del 2014, el cual en lo que interesa indica:
“Si bien para efectos estrictamente laborales, y en concreto, por ejemplo, para el reconocimiento del auxilio de cesantía conforme a la interpretación judicial prevalente del artículo 85 incisio [sic] e) del Código de Trabajo, el reingreso a labores después de pensionarse o jubilarse constituye una nueva relación laboral (cambio de criterio a partir de la resolución N° 637 de las 10:35 hrs. del 10 de julio de 2009, de la Sala Segunda; ratificado en la N° 2011-000809 de las 15:05 hrs. del 23 de setiembre de 2011)…”.
Presupuestos fácticos:

1. El Consejo Superior en sesión n.° 99-05 celebrada el 15 de diciembre de 2005, artículo XX, en lo que interesa, acordó: 1) Aprobar la jubilación del licenciado Francisco López Arce, cuya asignación mensual será de […], con las reservas de ley, a partir del 1° de enero del 2006.
2. El Lic. López Arce se reincorporó al Poder Judicial en el año 2007, como Juez 3 en el Juzgado de Violencia Doméstica III Circuito Judicial de San José (del 23 al 28 de febrero de 2007).

3. El Consejo Superior en sesión n.° 13-07 celebrada el 20 de febrero de 2007, artículo XIV, nombró en propiedad a don Francisco en el puesto n.° 92765, Juez 3, adscrito al Juzgado de Violencia Doméstica de Desamparados, a partir del 1 de marzo de 2007.
Análisis jurisprudencial:

La Sala Segunda ha mantenido dos posiciones respecto a si procede o no el pago por concepto de auxilio de cesantía a la persona trabajadora que una vez pensionada o jubilada suspende el disfrute de su derecho para reincorporarse al mercado laboral y posteriormente decide ponerle término a esta última relación de trabajo para disfrutar, nuevamente, su beneficio de pensión o jubilación. 

En ese sentido, debe indicarse que durante varios años privó un criterio de mayoría, no unánime, que disponía que en el supuesto antes descrito no procedía el pago por concepto de auxilio de cesantía, toda vez que la persona cuando decide finalizar la segunda relación laboral no se pensiona o jubila nuevamente sino que reactiva el disfrute de su derecho y, en consecuencia, de manera unilateral y voluntaria renuncia –hecho que no conlleva al pago de este rubro-. Sin embargo, para ese entonces, existía un voto de minoría disidente de esa posición. 

A mayor abundamiento, a continuación se trascriben los extractos de la sentencia dictada por la Sala Segunda n.° 558, de las 9:40 horas del 2 de julio de 2008, que ilustran lo apuntado: 

Voto de mayoría: IV.- Interesa resolver si el periodo laborado por la actora de marzo de 1996 a agosto de 2002, es o no continuación de la relación estatutaria que finalizó el último día del mes de marzo de 1991 –cuando la actora se acogió a los beneficios de su jubilación, con el pago del auxilio de cesantía-. Esta Sala, en situaciones similares ha resuelto que se trata de dos relaciones estatutarias distintas entre un servidor público y el Estado, en donde después de terminada la primera surge otra al ser recontratado por éste (Votos N° 292 y 231 del año 2000, y 04, 08, 41 y 337 del 2001, 845 del 2004 y 795 del 2007). Tratándose de dos relaciones estatutarias distintas no existe impedimento legal alguno, para conceder el pago de prestaciones legales, al finalizar la segunda relación, siempre y cuando, quien haya prestado el servicio, se encuentre en alguno de los supuestos que exige la legislación laboral para el pago de las mismas. Esto no ocurre en el caso de la actora, porque si un servidor se pensiona y luego suspende su jubilación para laborar nuevamente, y con posterioridad decide unilateralmente finalizar la nueva relación, y continuar el disfrute del derecho suspendido, no se enmarca en el supuesto del inciso e) del artículo 85 del Código de Trabajo, por cuanto el servidor no se está pensionando nuevamente, sino que está dando por terminada la relación laboral, mediante una renuncia pura y simple, que exime a la parte patronal de cancelar las prestaciones legales reclamadas. Distinta sería la situación, si el trabajador estando en curso el contrato, hubiera fallecido o el patrono dispone su cese en forma voluntaria y unilateral; en esas u otras hipótesis generadoras del derecho, cabría reconocer el pago del auxilio de cesantía. En el presente caso, la actora dejó de trabajar para continuar disfrutando del derecho ya otorgado al concluir la primera relación laboral, por lo que no podría entonces, tener derecho al pago de prestaciones legales, ya que unilateralmente decidió poner fin a esa segunda relación, y continuar disfrutando de su derecho jubilatorio ya concedido con el pago del auxilio de cesantía. Por ello, su retiro voluntario, en esta segunda relación, no le genera derecho a cesantía.
Voto de minoría: No compartimos la interpretación que se da en el voto de mayoría al inciso e), del artículo 85 del Código de Trabajo. Sobre los alcances de esa norma, ya esta Sala ha vertido criterio, en el sentido de que la norma transcrita, no establece distinción alguna; por lo que es de aplicación tanto a los supuestos donde el trabajador por primera vez se acoge a un régimen jubilatorio o de pensión y, también, a las situaciones, como la presente, en que decide reanudar el disfrute de los beneficios de pensión en virtud de haberlos suspendido por prestar servicios al Estado. Así en el Voto número 166, de las 9:40 horas del 28 de junio de 1994, se indicó: 'Al hablarse de “acogerse a los beneficios”, considera la Sala que el legislador no hizo distingo alguno, por lo que incluye tanto los supuestos donde el trabajador por primera vez se introduce en un régimen jubilatorio o de pensión, o las situaciones en que, por alguna causa que mantenía suspendidos esos beneficios, se reanuda en el disfrute de ellos, tal como es el presente caso. III.- En vista de lo anterior, siendo que el actor lo que reclama es el derecho al auxilio de cesantía, el cual tiene su razón de ser en la antigüedad del trabajador y que, para el caso concreto, corresponde a un segundo período laborado para el Estado, es menester concluir que la representación de éste no lleva razón, al argumentar que el pago de la cesantía es improcedente, pues configuraría un doble pago, según se dijo en la contestación a la demanda, o que el mismo sea incompatible con la condición de jubilado, toda vez que en la especie estamos ante dos relaciones laborales diferentes y que el Estado, al recontratar a un pensionado, sabía que el mismo tenía una vida laboral útil mucho menor que aquélla que se podría esperar de alguien que no estuviera en esa situación. Por eso, en cualquier momento se podría dar la determinación del jubilado, de reanudar tal condición, acogiéndose a los beneficios que la misma le depara y siendo esto consecuente con el pago del auxilio de cesantía. Por lo que, se impone brindarle confirmación, en todos los extremos, al fallo del ad quem'. En consecuencia, al haber renunciado la actora al puesto que venía desempeñando, para reanudar el disfrute de su pensión, es fundamento de hecho suficiente para que de conformidad con el inciso e), del numeral 85 indicado, tenga derecho a que el Estado le cancele la cesantía que por el último período de servicios le corresponde. Por esa razón, nos apartamos del criterio de los restantes compañeros y revocamos el fallo recurrido; declaramos con lugar la demanda; y concedemos el pago de la cesantía por la segunda relación de trabajo, con los intereses y las costas a cargo de la parte demandada.

En el año 2009, con una nueva integración y por mayoría (no unanimidad), dicho órgano jurisdiccional cambió de criterio. El hasta entonces voto de minoría pasó a ser de mayoría y viceversa; así quedó consignado en la resolución n.° 637, de las 10:35 horas del 10 de julio de 2009: 

Voto de mayoría: III.- Son hechos no controvertidos en esta instancia que el actor se acogió a la jubilación el 1 de abril de 1988 y el 1° de marzo de 1993 solicitó suspenderla, con el fin de incorporarse a laborar en el Ministerio de Educación Pública, lo cual hizo hasta el 31 de marzo de 2003, dado que a partir del 1 de abril continuó disfrutando de su pensión. La litis se circunscribe a determinar, si al actor le asiste derecho, al auxilio de cesantía, por este último período en que laboró para el Estado. Para ello, de especial importancia resulta lo dispuesto en el inciso e) del artículo 85 del Código de Trabajo, según el cual: (…) Sobre los alcances de esa norma, la Sala, aunque no en forma constante ha vertido criterio, en el sentido de que no procede conceder el auxilio de cesantía a su amparo, cuando el trabajador renuncia para continuar disfrutando de la pensión (la cual había suspendido precisamente para trabajar de nuevo) (sobre el particular pueden consultarse, entre muchas otras, las sentencias números 1010 de las 10:40 horas del 21 de diciembre de 2000; 8 de las 9:30 horas del 5 de enero, 41 de las 10:00 horas del 19 de enero, 337 de las 10:20 horas del 20 de junio, todas de 2001; 845 de las 14:50 horas del 6 de octubre de 2004; 795 de las 9:05 horas del 31 de octubre de 2007; y, 558 de las 9:40 horas del 2 de julio de 2008). Sin embargo, con su nueva integración estima que, debe mantenerse aquel otro criterio según el cual, la norma transcrita no establece distinción alguna; por lo que es de aplicación tanto a los supuestos donde el trabajador por primera vez se acoge a un régimen jubilatorio o de pensión y, también, a las situaciones, como la presente, en que decide reanudar el disfrute de los beneficios de pensión en virtud de haberlos suspendido para prestar servicios al Estado. Así en el voto número 166, de las  9:40 horas del 28 de junio de 1994, se indicó: (…)

IV.- En consecuencia, al haber renunciado el actor al puesto que venía desempeñando, para reanudar el disfrute de su pensión, es fundamento de hecho suficiente para que de conformidad con el inciso e), del numeral 85 indicado, tenga derecho a que el Estado le cancele la cesantía que por el último período de servicios le corresponde. Por esa razón, la sentencia impugnada debe revocarse en cuanto denegó los extremos de auxilio de cesantía e intereses, acogió a su respecto la defensa de sine actione agit y resolvió el asunto sin especial condena en costas. En su lugar, procede denegar esa defensa y condenar al demandado a pagarle al actor el auxilio de cesantía por la segunda relación de trabajo que se dio entre el mes de marzo de 1993 y el 31 de marzo de 2003. (La negrita no corresponde al original)
Voto de minoría: No compartimos la interpretación que se da en el voto de mayoría al inciso e), del artículo 85 del Código de Trabajo. Examinados los autos, a efecto de atender los reparos formulados por el actor, se estima que no resultan atendibles. En el caso en estudio, el demandante se acogió por primera vez a su jubilación por el Régimen del Magisterio Nacional, el primero de abril de mil novecientos ochenta y ocho, motivo por el cual, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 85, inciso e) del Código de Trabajo, se le liquidó lo que por concepto de auxilio de cesantía le correspondía. A partir del primero de marzo de mil novecientos noventa y tres solicitó suspender su derecho jubilatorio para incorporarse a laborar para el Ministerio de Educación Pública en el puesto de Jefe Técnico de Educación Uno y decide terminar esa relación laboral, para continuar disfrutando de su derecho jubilatorio a partir del primero de abril de dos mil tres. Respecto a ese período, el actor reclama el pago del auxilio de cesantía. Esta Sala, en situaciones similares ha resuelto que en este tipo de casos nos encontramos ante dos relaciones estatutarias distintas entre un servidor público y el Estado, en donde después de terminada la primera surge otra al ser recontratado por éste (votos n° 292 y 231 del año 2000, y 04, 08, 41 y 337 de 2001, 845 del 2004 y 795 de 2007). Tratándose de dos relaciones estatutarias distintas, no existe impedimento legal alguno, para conceder el pago de prestaciones legales, al finalizar la segunda relación, siempre y cuando, quien haya prestado el servicio, se encuentre en alguno de los supuestos que exige la legislación laboral para el pago de las mismas. Esto no ocurre en el caso del actor, porque si un servidor se pensiona y luego suspende su jubilación para laborar nuevamente, y con posterioridad decide unilateralmente finalizar la nueva relación, y continuar el disfrute del derecho suspendido, no se enmarca en el supuesto del inciso e) del artículo 85 del Código de Trabajo, por cuanto el servidor no se está pensionando nuevamente, sino que está dando por terminada la relación laboral, mediante una renuncia pura y simple, que exime a la parte patronal de cancelar las prestaciones legales reclamadas. Distinta sería la situación, si el trabajador estando en curso el contrato, hubiera fallecido o el patrono dispone su cese en forma voluntaria y unilateral; en esas u otras hipótesis generadoras del derecho, cabría reconocer el pago del auxilio de cesantía (voto 558-2008 de las nueve horas cuarenta minutos del dos de julio del dos mil ocho). En el presente asunto, el actor dejó de trabajar para continuar disfrutando del derecho ya otorgado al concluir la primera relación laboral, por lo que no podría entonces, tener derecho al pago de prestaciones legales, ya que unilateralmente decidió poner fin a esa segunda relación, y continuar disfrutando de su derecho jubilatorio ya concedido con el pago de auxilio de cesantía. Por ello, su retiro voluntario, en esa segunda relación, no le genera derecho a cesantía. El inciso e), del artículo 85, dispone: (…); norma que fue creada en nuestra legislación, para ser aplicada en el supuesto de que la respectiva relación laboral termine con ocasión de la jubilación del trabajador y ello ha de darse jurídicamente, una sola vez. En virtud de lo expuesto, confirmamos el fallo recurrido.


Esta última posición ha sido reiterada en las sentencias n.° 735, de las 9:55 horas del 3 de julio de 2013 y n.° 809, de las 15:05 horas del 29 de setiembre de 2011; constituyendo de esa forma jurisprudencia. Por lo tanto, del criterio de mayoría que priva hoy día, interesa resaltar dos aspectos importantes: 1. Toda persona trabajadora que decide acogerse a su pensión o jubilación y se reincorpora al mercado laboral registra dos relaciones laborales distintas y, en consecuencia, las mismas deben ser analizadas de manera separada  2. El inciso e) del artículo 85 del Código de Trabajo no establece de manera expresa que el pago por concepto de auxilio de cesantía procede únicamente cuando la persona trabajadora se acoge a su pensión o jubilación por primera vez.
Antecedente administrativo: 

Este Consejo ya tuvo la oportunidad de analizar este tema en un caso anterior y al respecto, en la sesión n.° 47-15 celebrada el 19 de mayo del año en curso, artículo C, acordó: 

Acoger el criterio legal vertido por la Dirección Jurídica, en consecuencia y a la luz de la jurisprudencia de la Sala Segunda, a la licenciada […] le corresponde el pago por concepto de cesantía por los últimos 10 años de servicio registrados, con motivo de su reingreso a laborar en el Poder Judicial. 

Por su parte la Integrante Lupita Chaves Cervantes, se aparta del voto de mayoría al considerar que la Corte Plena en sesión N° 13-11 del 11 de mayo de 2011, artículo único, aprobó y limitó el tope de cesantía a doce años para las servidoras y servidores judiciales. Con base en lo anterior, el pago que correspondería por concepto de cesantía en el caso concreto, al reactivar el disfrute de jubilación de […], es la diferencia del pago de cesantía que en su oportunidad se le hizo cuando se acogió a su derecho jubilatorio hasta completar el tope de doce años, sea únicamente correspondería aprobar el pago de cesantía de cuatro, de lo contrario se estaría incurriendo en un doble pago de cesantía y en el rompimiento del tope de la misma. 

Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, así como la Auditoría, tomarán nota para los fines consiguientes.

Conclusiones:

1. El Lic. López Arce, según se advierte de las bases de datos que utiliza la Dirección de Gestión Humana, mantiene una relación laboral para con el Poder Judicial desde el 23 de febrero de 2007, día en que suspendió el disfrute de su jubilación (a la cual se acogió el 1 de enero de 2006) para prestar sus servicios, nuevamente, a la institución. 

2. En atención a la jurisprudencia traída a colación, don Francisco tiene derecho a que, una vez que decida reactivar su beneficio jubilatorio, la Institución le cancele la suma que por concepto de auxilio de cesantía le corresponde. El tiempo a computar para el cálculo respectivo debe ser a partir del 23 de febrero de 2007, día en que reingresó al Poder Judicial, y hasta su último día laboral; sin contabilizar el periodo laborado con anterioridad al 1 de enero de 2006, por tratarse de relaciones laborales diferentes. 
3. Corte Plena en la sesión n.° 13-11 celebrada el 11 de mayo de 2011, artículo único, en palabras de la magistrada Villanueva, dispuso: De acuerdo a las decisiones realizadas, y considerando la disponibilidad de presupuesto, el reconocimiento de la cesantía se haría en forma gradual para todos los funcionarios y las funcionarias del Poder Judicial, de tal forma que el noveno año de cesantía se reconocería una vez transcurrido un año a partir de la firmeza de este acuerdo y así sucesivamente, hasta llegar a doce años.  Este acuerdo quedó en firme el día 23 de junio del año 2011, por ende, a partir del 23 de junio de 2015 se empezará a pagar a las personas servidoras judiciales que tuvieren derecho a ello 12 años por este concepto; siendo este el número de años máximo a cancelar por parte de la institución en cada una de las relaciones de trabajo que llegan a su término.

4. Esta Dirección considera que, en atención al criterio de mayoría -no unánime- que priva actualmente a lo interno de la Sala Segunda, el pago por concepto de auxilio de cesantía procede en aquellos casos en que la persona pensionada o jubilada suspende el disfrute de este beneficio para reinsertarse al mercado laboral y, posteriormente, pone fin a esta nueva relación laboral para reactivar el disfrute de su pensión o jubilación. Lo anterior, por cuanto el artículo 85, inciso e), del Código de Trabajo no establece de manera expresa que el pago por concepto de auxilio de cesantía procede únicamente cuando la persona trabajadora se acoge a su pensión o jubilación por primera vez. De igual manera, señala la jurisprudencia que, por tratarse de dos relaciones laborales diferentes, el tiempo de servicio a computarse para determinar el monto a pagar por este rubro corresponde a la totalidad del periodo laborado por la persona trabajadora desde su reingreso y hasta la fecha de la finalización de la nueva relación laboral. 

5. Esta Dirección es del criterio que proceder de esa forma no conlleva a superar el máximo de años establecido por Corte Plena en la sesión mencionada líneas atrás, doce años, toda vez que el número de años a pagar es de poco más de ocho con el cual no opera un rompimiento del tope de auxilio de cesantía impuesto por la institución, pues no deben sumarse los años ya pagados en virtud de que se está en presencia de una nueva relación laboral. 

6. Finalmente, no se omite indicar que el Consejo Superior ya se pronunció en un caso similar al que se encuentra en estudio, el cual fue analizado por esta Dirección mediante criterio n.° 136-15 (comunicado a la Secretaria General de la Corte a través del oficio n.° DJ-AJ-243-2015), y al respecto acordó: 

Acoger el criterio legal vertido por la Dirección Jurídica, en consecuencia y a la luz de la jurisprudencia de la Sala Segunda, a la licenciada […] le corresponde el pago por concepto de cesantía por los últimos 10 años de servicio registrados, con motivo de su reingreso a laborar en el Poder Judicial. 

Por su parte la Integrante Lupita Chaves Cervantes, se aparta del voto de mayoría al considerar que la Corte Plena en sesión N° 13-11 del 11 de mayo de 2011, artículo único, aprobó y limitó el tope de cesantía a doce años para las servidoras y servidores judiciales. Con base en lo anterior, el pago que correspondería por concepto de cesantía en el caso concreto, al reactivar el disfrute de jubilación de […], es la diferencia del pago de cesantía que en su oportunidad se le hizo cuando se acogió a su derecho jubilatorio hasta completar el tope de doce años, sea únicamente correspondería aprobar el pago de cesantía de cuatro, de lo contrario se estaría incurriendo en un doble pago de cesantía y en el rompimiento del tope de la misma. 

Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, así como la Auditoría, tomarán nota para los fines consiguientes. (Sesión n.° 47-15 celebrada el 19 de mayo del año en curso, artículo C)

Elaborado por: 

Msc. Priscilla Rojas Muñoz

         Asesora Jurídica 1 

     Área Análisis Jurídico

Atentamente, 

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla


VB° Licda Karol Monge Molina   Coordinador Área Análisis Jurídico                 Sub Directora Jurídica a.i.
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